El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.      El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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INCIDENTE DE DESACATO / ORDEN EMITIDA A FUNCIONARIO SIN COMPETENCIA. [C]omo el Juzgado para el momento en que se abrió el incidente lo hizo contra un funcionario que no era el responsable de dar respuesta a la petición del demandante, pues en este caso la encargada es la Directora de Reparaciones de la entidad demandada y no el Director Nacional, cuya función es netamente organizacional, tal decisión tiene que ser revocada, sin perjuicio de que el Juzgado al momento de hacer cumplir la orden de tutela dirija el incidente contra quien corresponde, incluso ajustando la orden impartida en la acción de tutela, y notificando en debida forma todas las decisiones al directo responsable. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

                   SALA CIVIL - FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, mayo diecinueve de dos mil diecisiete
Expediente 66170-31-03-001-2017-00014-01
Resuelve esta Sala Unitaria
 sobre la consulta del auto proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el pasado 21 de abril, por medio del cual se sancionó a Alán Edmundo Jara Urzola, en calidad de Representante Legal de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas UARIV, con dos (2) días de arresto y multa de dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes, por haber incumplido la orden impartida en la sentencia del 31 de enero del presente año, en la acción de tutela que contra dicha entidad inició Luis Alberto Pabón Nare. 





ANTECEDENTES

En el fallo aludido, el Juzgado resolvió conceder la tutela invocada por Luis Alberto Pabón Nare en torno al derecho de petición, y le ordenó a la entidad demandada que en un término de cuarenta y ocho (48) horas “… proceda a resolver de manera clara, concreta y de fondo la petición impetrada por el accionante, el 19 de mayo de 2016 ante dicha entidad, así como efectuar su notificación, en los términos establecidos por la ley.” 

Ante la manifestación del interesado sobre el incumplimiento (fls. 5 a 7, c. ppal.), el Juzgado dispuso abrir el trámite incidental contra el Representante Legal de la UARIV y como no se obtuvo respuesta respecto al acatamiento del fallo constitucional, vino la aludida sanción, que ahora se consulta. 

A continuación, se allegó por parte de la entidad accionada la respuesta a la presente acción incidental, en la que indica el cumplimiento a la tutela y la comunicación al actor, escrito firmado por Claudia Juliana Melo Romero, Directora Técnica de Reparaciones, para lo cual se allegaron los soportes pertinentes. En igual sentido, se pronunció en esta instancia, con el agregado de que existe una nulidad debido a que en el incidente se sancionó a una persona que no era legalmente competente para hacer cumplir la orden constitucional.          

Se procede a continuación a resolver lo pertinente, previas las siguientes,

CONSIDERACIONES

Como viene de decirse, para el cumplimiento de la sentencia de tutela dictada el 31 de enero de 2017, en el trámite del desacato que se inició el 4 de abril siguiente, se requirió al Dr. Alán Edmundo Jara Urzola y en vista de que guardó silencio, por auto del pasado 21 de abril se procedió a sancionarlo con dos días de arresto y multa de dos salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Allí, en ese proceder, se advierten varias cosas que impiden a la Sala mantener las sanciones impuestas, porque no obstante la evidente urgencia que se tiene de que al señor Luis Alberto Pabón Nare se le responda su derecho de petición, de acuerdo con lo que expresamente solicitó, ya que la respuesta que se le dio no tiene nada que ver con su solicitud para que se le defina le entrega de la ayuda administrativa a su hija María Angélica Pabón Cardoso como miembro del núcleo familiar (ver folio 16, c. 2), tanto más cuando en este caso ya hay de por medio una sentencia que amparó un derecho fundamental y ordenó una actuación específica, no puede la Sala pasar desapercibido quién, en realidad, debe ser llamado a responder en las condiciones actuales por los fallos que contra dicha entidad se emitan.

En efecto: el funcionario que fue finalmente sancionado nada tiene que ver con la respuesta que se le tiene que dar al peticionario, ya que, según lo dispuesto en el artículo 21 del Decreto 4802 de 2011, no es el Director General, sino la Directora de Reparaciones de la entidad accionada, Dra. Claudia Juliana Melo Romero, la encargada directa de dar respuesta a la petición del accionante.
La estructura organizacional de la UARIV (art. 6 del decreto 4802 de 2011) indica que está distribuida en dependencias, cada una de las cuales se encarga de un tema específico dentro de la entidad, con funciones perfectamente asignadas, las cuales se encuentran dirigidas por el Director General, lo que da a entender que en este caso particular la sanción debe ir dirigida a la oficina encargada de darle trámite y respuesta a la petición, que no es otra diferente a la Dirección de Reparación en cabeza de la Dra. Melo Romero.
Esto significa que cuando se inició el desacato se debió verificar qué funcionario estaba a cargo de la Oficina competente para dar respuesta a la petición del actor, con el fin de notificar a la directa responsable del cumplimiento y así respetar el debido proceso que se debe llevar en todas las actuaciones judiciales, pues no podemos perder de vista que “El desacato es un mecanismo de creación legal, que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales”
.  Precisamente por esa subjetividad que se pregona del incumplimiento, es que la orden de cumplir el fallo de tutela, su trámite y la sanción en el desacato, deben recaer desde su inició en quien realmente es la persona encargada legalmente de satisfacer la obligación.

Recientemente se recordó que: 

“147. Desde sus primeras providencias la Corte Constitucional ha diferenciado entre el cumplimiento de las sentencias de tutela y el incidente de desacato. En sentencia T-458 de 2003
 estas disparidades se hicieron explícitas: (i) “el cumplimiento es obligatorio, hace parte de la garantía constitucional; el desacato es incidental, se trata de un instrumento disciplinario de creación legal” y; (ii) “la responsabilidad exigida para el cumplimiento es objetiva, la exigida para el desacato es subjetiva”.

148. Entonces, mientras el trámite de cumplimiento obliga al juez de tutela a adoptar todas las medidas que encuentre necesarias para la materializar la protección concedida, el desacato es un mecanismo “que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales”. Así, el desacato ha sido entendido “como una medida que tiene un carácter coercitivo, con la que cuenta el juez constitucional para conseguir el cumplimiento de las obligaciones que emanan de sentencias de tutela”. En otras palabras, “el principal propósito de este trámite se centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional”. Por esa razón, “la finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una sanción en sí misma, sino que debe considerarse como una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia”
.

149. Debido a lo expuesto, “la imposición o no de una sanción en el curso del incidente de desacato puede llevar a que el accionado se persuada del cumplimiento de la orden de tutela. En tal sentido, en caso de que se empiece a tramitar un incidente de desacato y el accionado, reconociendo que se ha desatendido lo ordenado por el juez de tutela, y quiere evitar la imposición de una sanción, deberá acatar la sentencia. De igual forma, en el supuesto en que se haya adelantado todo el procedimiento y decidido sancionar al responsable, éste podrá evitar que se imponga la multa o el arresto cumpliendo el fallo que lo obliga a proteger los derechos fundamentales del actor”
. (Subrayado fuera del original)” 

  



En consecuencia, como el Juzgado para el momento en que se abrió el incidente lo hizo contra un funcionario que no era el responsable de dar respuesta a la petición del demandante, pues en este caso la encargada es la Directora de Reparaciones de la entidad demandada y no el Director Nacional, cuya función es netamente organizacional, tal decisión tiene que ser revocada, sin perjuicio de que el Juzgado al momento de hacer cumplir la orden de tutela dirija el incidente contra quien corresponde, incluso ajustando la orden impartida en la acción de tutela, y notificando en debida forma todas las decisiones al directo responsable. 

DECISIÓN

En mérito de lo dicho, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, REVOCA el auto proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el pasado 21 de abril, por medio del cual se sancionó a Alán Edmundo Jara Urzola, en calidad de Representante Legal de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas UARIV, dentro de la acción de tutela que promovió Luis Alberto Pabón Nare.

En su lugar, se le absuelve.

El Juzgado deberá retomar el trámite del incidente, atendiendo lo dicho en la parte motiva.

Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito.

El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
� Se decide en Sala Unitaria, por cuanto se trata de un auto que desata una consulta y no de la imposición misma de la sanción en los eventos en los que el Tribunal imparte la orden en primera instancia. Esto, siguiendo lo reglado por el artículo 35 del CGP.


� Sentencia T-191de 2009


� M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.


� Sentencia T-191/09 (M.P. Humberto Sierra Porto).


� Ibídem.


� Corte Constitucional, auto 181 de 2015





